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TRIBUNAL CONSTITUCIONAL 

FOJAS 

EXP . N.O 2725-2008-PHC/TC 
LIMA 
ROBERTO BORIS CHAUCA TEMOCH E 
y OTROS 

SENTENCIA DEL TRIBUNAL CONSTITUCIONAL 

En Lima, a los 22 días del mes de setiembre de 2008, la Sala Primera del Tribunal 
Constitucional , integrada por los magistrados Mesía Ramírez, Beaumont Callirgos y Eto 
Cruz, pronuncia la siguiente sentencia 

ASUNTO 

Recurso de agravio constitucional interpuesto por don Roberto Boris Chauca 
Temoche contra la resolución de la Primera Sala Penal para Procesados con Reos Libres de 
la Corte Superior de Justicia de Lima, de fojas 277, su fecha 14 de abril de 2008, que 
declara infundada la demanda de autos. 

A.NTECEDENTES 

Con fecha 4 de febrero de 2008, el recurrente interpone demanda de hábeas corpus 
r derecho propio y a favor de doña Rosa María de Guadalupe Zamudio Mayor, doña 

Miriam lvone González Grillo, don Herbert Helmund Fiedler Villalonga, doña Eliana 
Antonieta Pastor Paredes, don Miguel Rojas Martínez, y don Artemio Rodríguez 
Rodríguez, contra la Fiscal de la Sexta Fiscalía Provincial Penal Especializada en Delitos 
de Corrupción de . 'uncionarios, doña Isabel Cristina Huamán García, el Fiscal Superior de 
la Cuarta Fiscalía perior Especializada en Delitos de Corrupción de Funcionarios, don 
Pedro Miguel Án ulo Arana y contra don Daniel López Gutiérrez, representante de la 
Co~páñía Miner Casapalca S.A. 

./o;;iene el r currente que él y los favorecidos son trabajadores de la empresa Sociedad 
Minera Co ona S.A., y han sido denunciados arbitrariamente por la Compañía Minera 
Casapalca S.A., dando inició a una irregular investigación preliminar fiscal por la presunta 
comisión de los delitos asociación ilícita para delinquir, corrupción de funcionarios , fraude 
procesal y lavados de activos, hechos que anteriormente ya habían sido investigados por la 
Décimo Tercera Fiscalía Provincial Penal de Lima, que emitió una resolucivn de no haber 
lugar ha formalizar denuncia penal, decisión fiscal que fue confirmada por la Quinta 
Fiscalía Penal Superior. Alega el demandante que, esta situación vulnera sus derechos 
constitucionales a obtener una resolución fundada en derecho, a la prohibición de una 
persecución penal múltiple (Ne bis in idem), a la libertad individual. 
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Solicita el actor que, se declare la nulidad de la resolución del 28 de setiembre de 
2007, dictada por el Fiscal Superior demandado, por la que accedió al pedido de la minera 
Casapalca para que el caso sea conocido por la fiscalía anticorrupción , y así también , se 
deje sin efecto la resolución de fecha 21 de noviembre de 2007, dictado por la Fiscal 
Provincial Penal demandada, que dio inicio a la irregular investigación preliminar y todo 
acto derivada de ésta. 

Realizada la investigación sumaria, el Fiscal Superior emplazado rinde su declaración 
explicativa sosteniendo que no es verdad que emitió resolución favoreciendo a la minera 
Casapalca, a fin que la denuncia contra los demandantes fuera vista por el sistema 
anticorrupción , sino que decidió ello a fin de evitar la indefensión de los denunciantes. 
Asimismo, la Fiscal Penal demandada declaró que abrió investigación policial .contra los 
demandantes en cumplimiento de la resolución fiscal superior que le ordena abrir 
investigación, y de su Ley Orgánica. El demandante, por su parte, ratificó los términos de 
su demanda. De otro lado, el demandado representante de la compañía millera Casapalca 
sostuvo en su declaración que las personas que son materia de la segunda investigación 
Iscal, son distintas a las que fueron objeto de la denuncia que fue archivada por el 

Ministerio Público. 

El Trigésimo Juzgado Especializado en lo Penal de Lima, con fecha 7 de marzo de 
2008, declara fundada la de . a es imando que al tomar conocimiento el órgano 
emplazado que ya se había archiva una denuncia por los mismos hechos debió 

V 
inmediatamente desestimarse la den 

La recurrida revocó la elada y declaró infundada la demanda por estimar que no 
/ existe doble persecución p al contra los demandantes, por cuanto éstos y las personas que 

I 
fueron objeto de la denu cia archivada por el Ministerio Público, no son las lOismas. 

FUNDAMENTOS 

Precisión del petitorio de la demanda 

l . El accionante pretende que el Tribunal Constitucional ordene la nulidad de la resolución 
fiscal que dispone el inicio de una investigación preliminar contra él y los beneficiarios, 
por la presunta comisión del delito de asociación ilícita para delinquir y otros, así como 
la nulidad de todos los actos que se deriven de esta decisión fiscal , porque la misma se 
fundamenta en hechos que anteriormente fueron investigados por el Ministerio Público, 
que no halló mérito para formular denuncia penal , y, consecuentemente, dispuso su 
archivamiento definitivo. Tal situación configuraría un atentado al principio 
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constitucional Ne bis in ídem y una amenaza al derecho a la libertad personal de los 
afectados. 

El control constitucional de los actos del Ministerio Público 

2. Considerando que el petitorio constitucional del recurrente está orientado a cuestionar 
el procedimiento de investigación preliminar ordenado por la fiscalía emplazada, se 
procederá a analizar de manera liminar, algunos aspectos relacionados con la actividad 
fiscal previa al inicio del proceso judicial penal. 

3. La Constitución ha asignado al Ministerio Público una serie de funciones 
constitucionales, entre las cuales destaca la facultad de ejercitar la acción penal ya sea 
de oficio o a pedido de parte, tal como dispone el artículo 159.°, inciso 5, de la 
Constitución. Si bien es una facultad discrecional reconocida por el poder constituyente 
al Ministerio Público, es obvio que esta facultad, en tanto que el Min~sterio Público 
es un órgano c~nstitucional constituido y por ende sometido a la Constitución, no 
puede ser ejercida, irrazonablemente, con desconocimiento de los principios y 
valores constitucionales, ni tampoco al margen del respeto de los derechos 
fundamentales. 

En realidad, ésta es una exigencia que se deriva de la naturaleza misma de nuestro 
Estado constitucional y de rático, si se considera que dos elementos caracterizadores 
de este tipo de EstaWson I supremacía jurídica de la Constitución y la tutela de los 
derechos fundalpéntales. E primer elemento permite que la Constitución, establezca el 
marco jurídjw6/dentro d cual se realiza el ejercicio de los poderes públicos y privados. 
Por su parte, la tutel de los derechos fundamentales, hace que éstos se erijan como 
auténJit os límites ejercicio del poder estatal, pero también de los part:culares. En tal 
seD-tr'do, se pue señalar que el Estado constitucional se caracteriza, precisamente, por 
limitar y cont lar el ejercicio arbitrario del poder del Estado y de los particulares. 

En esta misma línea de limitación y control del poder público y privado, el artículo 
200.°, inciso 1, de la Constitución establece que el proceso constitucional de hábeas 
corpus "( ... ) procede ante el hecho u omisión de cualquier autoridad, funcionario o 
persona que vulnera o amenaza la libertad individual o los derechos constitucionales 
conexos". De acuerdo con ello, la Constitución no ha excluido la posibilidad de 
realizar un razonable control constitucional de los actos del Ministerio Público, 
pues ha previsto la procedencia del hábeas corpus contra cualquier autoridad, 
funcionario o persona que amenaza o vulnera el derecho a la libertad personal o los 
derechos conexos. 
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Principio de interdicción de la arbitrariedad 

6. Lo expuesto precedentemente tiene su fundamento, por otro lado , en el Principio de 
interdicción de la arbitrariedad, el cual es un principio y una garantía frente a la 
facultad discrecional que la Constitución ha reconocido al Ministerio Público . De ahí 
que se haya señalado en sentencia anterior (e! Exp. N.o 06167-2005-PHC/TC. Fl 30. 
Caso: Fernando Cantuarias Salaverry) que "el grado de discrecionalidad atribuido al 
fiscal para que realice la investigación sobre la base de la cual determinará si existen 
elementos suficientes que justifiquen su denuncia ante el juez penal, se encuentra 
sometida a principios constitucionales que proscriben: a) actividadés caprichosas, 
vagas e infundadas desde una perspectiva jurídica; b) decisiones despóticas, tiránicas 
y carentes de toda fuente de legitimidad; y c) lo que es contrario a los principios de 
razonabilidad y proporcionalidad jurídica". 

Debido proceso y tutela jurisdiccional 

Asimismo, la posibilidad de que el Tribunal Constitucional realice el control 
constitucional de los actos del Ministerio Público tiene, de otro lado, su sustento en el 
derecho fundamental al debido proceso. Por ello, el derecho al debido proceso 
despliega también su eficacia jurídica en el ámbito de la etapa prejurisdiccional de 
los procesos penales; es decir quella fase del proceso penal en la cual al 
Ministerio Público le corresponde ncretizar el mandato previsto en el artículo 
159.° de la Constitución. Claro est', las garantías previstas en el artículo 4° del Código 
Procesal ConsÍltucional (debid proceso y tutela jurisdiccional), que no son sino la 
concretización de los prin . ios y derechos previstos en el artículo 139.° de la 
Constitución, serán aplic es a la investigación fiscal previa al proceso penal siempre 
que sean compatibles n su naturaleza y fines, los mismos que deben ser interpretados 
de conformidad con el artÍCulo 1.° de la Constitución, según el cual "la defensa de la 
persona humana y el respeto de su dignidad son el fin supremo de la sociedad y del 
Estado". 

Principio de legalidad en la función constitucional 

8. El fiscal actúa como defensor de la legalidad y representante de la caus.l pública en el 
proceso penal. En efecto, el respeto de este principio implica que el Ministerio 
Público ejercite la acción penal por todo hecho que revista los caracteres de un 
delito, sin perder de vista que su labor se ejecuta en función de la justicia y 
teniendo como parámetros a la Constitución y a la ley. 
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Hábeas corpus preventivo y procedimiento de investigación fiscal 

9. Respecto al habeas corpus preventivo, este podrá ser utilizado en los casos en que, no 
habiéndose concretado la privación de la libertad, existe empero la ar.:-enaza cierta e 
inminente de que ello ocurra, con vulneración de la Constitución o la ley de la materia 
(C! Exp. N° 26j3-2003-HC/TC. FJ. 6.d. Caso: Eleobina Mabel Aponte Chuquihuanca). 

10. En el caso de autos, el demandante promueve esta modalidad de hábeas corpus porque 
considera que los magistrados emplazados " al ordenar que se inicie y se prosiga con 
una investigación policial sobre hechos anteriormente investigados y archivados por el 
Ministerio Público, amenazan el constitucional derecho a la libertad individual de los 
favorecidos" (C! Demanda, f. 14). 

11 . Sobre este punto, cabe precisar que si bien la actividad del fiscal está limitada por las 
atribuciones que le han sido conferidas directamente a la autoridad judicial, esto es, la 
imposición de medidas coercitivas, restrictivas de la libertad o derech('s conexos; sin 
embargo, la investigación que el Ministerio Público realice puede concluir en la 
formalización Je una denuncia ante el Poder Judicial, la que podría servir de 
importante indicativo para el juez al momento de decidir sobre la apertura de 
instrucción penal, el cual po ser inducido a error sobre la base de una 
denuncia abiertamente ar . raria, o ientada a conseguir que el presunto autor del 
hecho delictivo sea pro esado ya ' encarcelado, lo que representa, evidentemente, 
una amenaza cierta e inminente el derecho a la libertad individual o algún derecho 
conexo. 

Análisis del caso concreto 

12. Dentro de este marc de consideraciones, este Tribunal aprecia que la cl)ntroversia, en 
el presente caso, gira, fundamentalmente , en torno a la legitimidad misma de la 
investigación p:'eliminar fiscal incoada contra los beneficiarios por resolución de fecha 
21 de noviembre de 2007, no obstante, que la supuesta delictuosidad de los hechos que 
son materia de esta investigación, fueron alegados en una anterior denuncia, que fue 
archivada, en doble instancia, por el Ministerio Público. 

3. Prima facie, si bien el proceso de hábeas corpus no tiene por objeto proteger en 
abstracto el derecho al debido proceso, en el presente caso, habida cuenta de que las 
vulneraciones aducidas no sólo implican la observancia del derecho al debido proceso, 
sino que la acusada ilegitimidad de la investigación preliminar fiscal habría colocado a 
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los favorecidos en una situación de desmedro de sus derechos constitucionales 
alegados, con incidencia sobre la libertad individual de los beneficiarios, argumento por 
el cual este Tril--unal Constitucional tiene competencia, ratione materiae, para evaluar la 
legitimidad constitucional de los actos considerados lesivos. 

14. Debe precisarse que, el Tribunal Constitucional en casos precedentes al de autos y 
mediante el proceso constitucional de hábeas corpus, sobre la vulneración al principio 
Ne bis in ídem, ha configurado los contornos de esta garantía fundamental , 
estableciendo básicamente: 

a) La dimensión material y procesal del Ne bis in ídem. La primera, según, el cual 
«nadie puede ser castigado dos veces por un mismo hecho», expresa la 
imposibilidad de que recaigan dos sanciones sobre el mismo sujeto Dor una misma 
infracción, puesto que tal proceder constituiría un exceso del poder sancionador. En 
su vertiente procesal, tal principio significa que «nadie pueda ser juzgado dos veces 
por los mismos hechos», es decir, que un mismo hecho no pueda ser objeto de dos 
procesos distintos o, si se quiere, que se inicien dos procesos con el mismo objeto 
contrario a las garantías propias del Estado de Derecho (e! Exp. N° 2050-2002-
HC/Te. FJ. 19. Caso: Carlos Israel Ramos Colque). 

Que el principio de Ne bis in ídem, opera respecto a resoluciones que han adquirido 
la calidad de cosa juzgada. Se yer ue como garantía de todo justiciable, a que las 
resoluciones que hayan pu fin al proceso judicial no puedan ser recurridas 
mediante medios impug atorios, ya a porque estos han sido agotados o porque ha 
transcurrido el plazo para impug as ; y, a que el contenido de las resoluciones que 
hayan adquirido tal condición o pueda ser dejado sin efecto ni modificado, sea por 
actos de otros poderes p' icos, de terceros o, incluso, de los mismos órganos 
jurisdiccionales que res vieron el caso en el que se dictó (e! Exp. N° 4587-2004-
HC/TC. FJ 38. Caso ' antiago Martín Rivas). 

El principio Ne is in ídem no se circunscribe a las sentencias definitivas, sino que 
comprende a todos los autos que ponen fin al proceso penal -al referirse, por 
ejemplo, a las resoluciones que importen el sobreseimiento definitivo de una causa
(e! Exp. N° 8123-2005-HC/Te. FJ. 19. Caso: Nelson Jacob Gurman) 

d) Verificar la existencia de una vulneración al principio de Ne bis in ídem, supone 
constatar la conjunción de tres identidades distintas: identidad de la persona 
perseguida (eadem persona), identidad del objeto de persecución (eadem res) e 
identidad df' la causa de persecución (eadem causa petendi). 
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15. Establecido lo anterior, una cuestión que merece consideración en el presente caso, es si 
las investigaciones preliminares fiscales que arriban a una resolución conclusiva de 
archivo, puede generar la aplicación de la garantía. Al respecto, si bien el Tribunal 
Constitucional ha señalado en precedente sentencia (C! Exp. N° 6081-2005-PHC/TC. 
FJ. 7. Caso: Alonso Leonardo Esquivel Cornejo), que "una resolución emitida por el 
Ministerio Público en la que se establece no hay mérito para formalizar denuncia no 
constituye cosa juzgada, por lo que la presente sentencia no impide que la demandante 
pueda ser posteriormente investigado y, de ser el caso, denunciado penalmente por los 
mismos hechos". No obstante, dicho criterio merece una excepcional inaplicación 
cuando los motivos de la declaración de "no ha lugar a formular denuncia penal" por 
parte del fiscal se refieren a que el hecho no constituye delito, es decir, carecen de 
ilicitud penal. 

16. Este Tribunal afirma que la decisión fiscal de "No ha lugar a formalizar denuncia 
penal" en los términos precisados anteriormente, genera un estatus de inamovible. Esta 
afirmación tiene sustento en dos postulados constitucionales: a) La posición 
constitucional del Ministerio Público, lo encumbra como el único órgano persecutor 
autorizado a promover el ejercicio público de la acción penal , es decir, ostenta el 
monopolio acusatorio que le asigna el artículo 159° de la Constitución Política, en otras 
palabras, es el fiscal quien decide qué persona debe ser llevada ante los tribunales por la 
presunta comisión de un delito; b) Si bien las resoluciones de archivo del Ministerio 
Público no están revestidas de idad de la cosa juzgada, sin embargo, tienen la 
naturaleza de Cfl5Q decid' que las ace plausibles de seguridad jurídica. Este Tribunal 
ha señalado en pr~ceéfente sente ia (Exp. N° 0413-2000-AA/TC. FJ. 3. Caso: Ingrid 
del Rosario Peña Alvarado), ue el principio de cosa decidida forma parte del 
derecho fundamental al ido proceso en sede administrativa, por lo que, frente a 
su transgresión o ame za, necesariamente se impone el otorgamiento de la tutela 
constitucional corr pondiente. Es necesario acotar que, el fiscal no es una simple 
autoridad admini ativa, pues su actividad se orienta a la legalidad y no a los intereses 
administrativos o de los administrados. 

17. Se trata, entonces, de una decisión discrecional que implica una valoración de hechos e 
interpretación de disposiciones en mérito de la cual se decide si se está técnicamente en 
condiciones de ejercer la acción penal y cuál es el modo más adecuado de hacerlo, pero 
sin soslayar qut' los actos del Ministerio Público, no se legitiman, "desde la perspectiva 
constitucional, en sí misma, sino a partir del respeto pleno del conjunto de valores, 
principios constitucionales y de los derechos fundamentales de la persona, de 
conformidad con el artículo ]0 de la Constitución" (C! Exp. N° 1762-2007-HC/TC. FJ. 
11. Caso: Alejandro Toledo Manrique). 
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18. Lo mencionado anteriormente, resulta plenamente aplicable al presente caso , en que la 
Décimotercera Fiscalía Provincial Penal de Lima, mediante resolución de fecha 10 de 
octubre de 2007, archivó definitivamente la denuncia interpuesta por la Compañía 
Minera Casapalca contra don Salvador Gubbins Granger, don Daniel Carlos Villanueva 
Ortiz (Presidente Ejecutivo y Gerente General de la Sociedad I\Itinera Corona, 
respectivamente), Andrés Edilberto Silva Chan, y los que resulten responsables, porque 
los hechos que se les imputaban no constituían delito, señalando lo siguiente: a) Con 

\ relación a la imputación referida al presunto desvío de jurisdicción atribuido a Minera 
Corona S.A., se señala "no existe en el contenido de la denuncia, elementos o indicios 
razonables de la comisión de algún ilícito, o que al momento de incoar una demanda 
se haya actuado fraudulentamente o presentado documentación falsificada" (f. 75), 
b) Respecto a la demanda interpuesta por el trabajador de la Sociedad Minera Corona, 
don Andrés Edilberto Silva Chan ante el Juzgado Mixto de San Juan de Miraflores, 
contra la Compañía Minera Casapalca, se aprecia que dicho acto carece de "contenido 
ilícito o conducta delictuosa" (fs. 76), de parte del denunciado, c) En cuanto al delito 
de corrupción de funcionarios "no puede ser materia de formalización de una 
denuncia penal, siendo que la imputación es de carácter subjetivo, sin ningún asidero 
'de carácter indiciario" ([s. 76), d) Respecto al delito de fraude procesal "no [se 
precisa] indicio alguno tanto en la denuncia como en los actuados, respecto del 
medio fraudulento empleado por los denunciados para engañar a los funcionarios 
jurisdiccionales(. . .)no es procesal sostener que la presentación de una demanda por un 
trabajador de minera Corona, sea medio fraudulento para obtener una resolución 
contraria a ley, por CL!, cua uier trabajador como cualquier ciudadano tiene 
derecho a la tutela jurisdicciona efectiva"(fs. 77), e) En cuanto al delito de lavado de 
activos "la imputación de e e delito está referido al hecho de que según el 
denunciante, el trabajador drés Edilberto Silva Chan, no tendría poder adquisitivo 
para contratar los servici s de un abogado y presentar la demanda de amparo ante el 
Juzgado Mixto de Sa 'Juan de Miraflores( ... )lo que no es amparable en un Estado 
Social y Democráti ,v de Derecho, en el que se postula la igualdad de las partes y el 
libre acceso a la tutela jurisdiccional efectiva" ([s . 77), f) Con relación al delito de 
asociación ilícita para delinquir, es un " hecho que no se aprecia en autos, ya que ni 
siquiera se imputa la existencia de una organización institucionalizada con fines 
criminales, que se requiere para la configuración de la asociación ilícita" ([s. 77). 

19. Distinto sería el caso, si el motivo de archivamiento fiscal de una denuncia, se decidiese 
por déficit o falta de elementos de prueba, por cuanto la existencia de nuevos elementos 
probatorios, no conocidos con anterioridad por el Ministerio Público, permitiría al 
titular de la acción penal reabrir la investigación preliminar, siempre que los mismos 
revelen la necesidad de una investigación del hecho punible y el delito no haya 
prescrito. 
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Test de la triple id ~ntidad 

20. Ahora bien, verificar la existencia o no de doble persecución penal, como la alegada por 
el demandante, pasa por examinar el caso desde la perspectiva del test de triple 
identidad.: 

a) En cuanto al primer elemento de la identidad de la persona perseguida penalmente 
(identidad subjetiva) en varios procesos, si bien es una condición esencial para el 
efecto negativo del principio, es decir, para evitar un persecución nueva, cuando la 
anterior ya ha terminado o se inicia otra al mismo tiempo. Este Tribunal considera 
que la necesidad de cumplimiento de este requisito resulta i,.exigible si se 
desvirtúa mediante resolución firme (sea ésta judicial o fiscal) el carácter 
antijurídic,' del hecho perseguido. Ello hace jurídicamente imposible el 
procesamiento a otras personas distintas al sujeto pasivo del proceso originario en 
tanto la cosa juzgada no sólo produce efecto frente a él sino -como en el presente 
caso- frente a terceros. 

Este Tribunal ha señalado en los Fundamentos Jurídicos 15 a 17 de la presente 
sentencia, las razones porque a la resolución fiscal de "No ha lugar a formalizar 
denuncia penal" no se le puede negar el carácter de cosa decidida (cosa juzgada), 
sabiendo además, que es fre qu el fiscal penal para archivar una denuncia 
realiza un juicio de ti .. ad del hec denunciado, que al resultar negativo impide 
que el imputado éla ser posterio ente investigado y, de ser el C3"'0, denunciado 
penal mente p los mismos hec s -más aún, si dicha decisión es confirmada por 
el órgano je"árquicamente su flor-. 

En el presente caso, si bien los magistrados emplazados y la Compañía Minera 
Casapalca, aducen que no opera la aplicación del principio ne bis in ídem por ser 
distintas las personas perseguidas tanto en la denuncia primigenia que fuera 
archivada por la Décimotercera Fiscalía Provincial Penal de Lima (fs . 73), como en 
la ulterior denuncia a cargo de la Sexta Fiscalía Especializada en Delitos de 
Corrupción de Funcionarios (fs. 287 ), sin embargo, cabe precisar que existe una 
decisión de clausura definitiva plasmada en la resolución fiscal de fecha 1 ° de 
octubre de 2007 (13° FPPL), que estableció la no delictuosidad de unas conductas 
que compulsadas con los actos presuntamente ilícitos que investiga lél Sexta Fiscalía 
Penal Especializada en Delitos de Corrupción, se puede afirmar se tratan de los 
mismos hec~os, es decir, provienen de un mismo acontecimiento histórico. 

'. ~ 
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b) Este Tribunal considera que el elemento denominado identidad del objeto de 
persecución (identidad objetiva), consiste en que la segunda persecución penal 
debe referirse "al mismo hecho" que el perseguido en el primer proceso (o actividad 
investigatoria fiscal), es decir, se debe tratar de la misma conducta material, sin que 
se tenga en cuenta para ello su calificación legal. 

Este presupuesto de la triple identidad, también se cumple en el presente caso, pues 
del cotejo de la primigenia denuncia de parte (fs. 432), interpuesta pur la Compañía 
Minera Casapalca contra Salvador Gubbins Granger y Daniel Carlos Villanueva 
Ortiz, y la posterior denuncia (fs. 323) interpuesta por esta misma minera contra 
Robelto Boris Chauca Temoche y otros, se hizo sobre la base de los mismos 
hechos, cuya delictuosidad fue oportunamente desvirtuada por la Décimotercera 
Fiscalía Penal de Lima. La identidad del factum en el presente caso, podemos 
resumirla de la siguiente manera: Ambas denuncias interpuestas por la Sociedad 
Minera Casa paica se centran en que la única finalidad que los denunciados 
persiguieron en todo momento fue lograr que Sociedad Minera Corona se 
mantenga y persista en la posesión y administración ilícita de la concesión 
minera Yauricocha, obtenida a través de conductas del todo delictivas, 
desconociendo los supuestos derechos que le corresponden a la Compañía 
Minera Casapalca (Cf. Fs . 329 y 384). En ambos casos, entonces, existió una 
identidad fáctica (incluso idénticas calificaciones jurídicas: cohecho activo, fraude 
procesal, lavado de activ , SOCI ión para delinquir). 

c) Por último, la identidad de la , usa de persecución es un presupuesto que resulta 
también verificado en el presente caso, por cuanto el fundamento de los ilícitos 
supuestamente realizados por los denunciados están referidos por igual a bienes 
jurídicos de la Administración Pública, la Administración de Justicia, la 
Tranquilidad Pública, como así se aprecia de los delitos (cohecho activo, fraude 
procesal , lavado de activos, asociación para delinquir) que fueron materia de las 
denuncias de parte, y de las resoluciones que al respecto se dictaron en sede fiscal. 

21 . Por lo anteriormente expuesto, la presente demanda debe ser estimada al haberse 
acreditado la vulneración del derecho constitucional de los beneficiarios de esta 
demanda, referido al principio constitucional ne bis in ídem, poniendo en grave peligro 
su derecho a la libertad individual , resultando de aplicación el artículo 2° del Código 
Procesal Constitucional. 

22. Este Tribunal considera que por las especiales circunstancias que han mediado en el 
presente proceso de habeas corpus, no resulta de aplicación el artículo 8° del Código 
Procesal Constitucional. 
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TRIBUNAL CONSTITUCIONAL 

EXP, N ,o 2725-2008-PHC/TC 
LIMA 
ROBERTO BORlS CHAUCA TEMorHE 
y OTROS 

Por estos fundamentos, el Tribunal Constitucional , con la autoridad que le confiere la 
Constitución Política del Perú 

HA RESUELTO 

1, Declarar FUNDADA la demanda de habeas corpus, 

2, Declarar NULA la resolución dictada por la Sexta Fiscalía Penal Especializada en 
Del itos de Corrupción de Funcionarios, de fecha 21 de nov iembre de 2007, mediante la 
cual se dispuso abrir investigación policial contra el promotor y beneficiarios de esta 
demanda, y, en .... ,onsecuencia, cese todo acto investigatorio derivado de ésta . 

3. Declarar NULA la resolución dictada por la Cuarta Fiscalía Superior Especializada en 
Delitos de Corrupción de Funcionarios, de fecha 28 de setiembre de 2007, que resuelve 
declarar procedente el recurso interpuesto por la Empr Minera Casapalca S.A., 
contra la resolución judicial de fecha 29 de agosto de 200 

Publíquese y notifíquese. 

SS. 

MESÍA RAMÍREZ 
BEAUMONT CAT,LIRGOS 
ETOCRUZ 
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